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Los ponentes son Francisco Javier Sánchez del COPHIN (Consejo Cívico de 

Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras), Julio González del 

Colectivo Madre Selva en Guatemala y Rubén Mantecón de PBI.  

Las Brigadas Internacionales de Paz 

A modo de introducción a las situaciones de violencia que están sufriendo 

diferentes pueblos indígenas a causa de los proyectos extractivistas, 

recogemos el testimonio de Rubén Mantecón de PBI, que explica el trabajo 

que realizan asociaciones como la suya en territorios en conflicto. 

“Brigadas Internacionales de Paz (PBI por sus siglas en inglés) es una 

organización no gubernamental de carácter internacional que actúa como 

protección de defensores de derechos humanos en distintas partes del 

mundo. Hemos construido una red de apoyo internacional en 16 países, uno 

de sus nodos está en el estado español.” Actualmente cuenta con varios 

proyectos, estando presentes desde 1983 en Guatemala, desde el 94 en 

Colombia, desde el 99 en México y 2013 en Honduras. También actúa en 

otros países como Kenia, Indonesia y Nepal. 

“Defendemos los principios de no violencia, no partidismo y no injerencia. 

Tomamos nuestras decisiones por consenso en los diferentes niveles de 

nuestra organización, local, nacional e internacional. Cuando hay una petición 



por parte de una organización de la sociedad civil para que la presencia de 

internacionales pueda disuadir a quien cierra los espacios de activistas, nos 

ponemos a estudiar el caso. Después de evaluar si nuestra presencia allí 

puede ser positiva, decidimos ir o no. Nuestras acciones en el terreno son 

cuatro principalmente; acompañamiento físico, estar en los territorios, 

visibilizarnos como observadores internacionales y realizar un 

acompañamiento político. A partir de nuestra estancia con compañeros, 

activistas y dirigentes, sacamos una información, elaboramos propuestas de 

actuación y realizamos apoyos estratégicos de protección para los 

defensores.” 

Una de las mayores preocupaciones actualmente es el aumento de la 

tendencia a la difamación y criminalización en los medios de comunicación y 

en las redes sociales, que acaban en procesos judiciales contra 

organizaciones, defensores e incluso comunidades enteras. Estas campañas 

han sido respaldadas por altos cargos de algunos gobiernos, que han llegado 

a difamar y hacerse eco de acusaciones contra defensores de derechos 

humanos que actúan siempre amparados por el derecho internacional. “Es 

una tendencia preocupante que socava la honorabilidad de los defensores y 

provoca que muchas denuncias contra las agresiones que sufren caigan en la 

impunidad. En otros casos, cuando se encierra a defensores en prisión 

preventiva, se sabotean las investigaciones que se estaban llevando a cabo.” 

En el último año, en Guatemala se dieron 68 casos de acusaciones contra 

defensores aparentemente infundadas. La jueza Yazmín Barrios, premio a los 

Derechos Humanos, ha denunciado la gravedad de que se puedan formalizar 

acusaciones penales en base a hechos que no son ciertos. 

“Observamos que los activistas están defendiendo sus derechos en contextos 

de grandes inversiones, proyectos de desarrollo, extractivismo minero, 

hidroeléctrico, monocultivo, energía eólica; en su mayoría, proyectos 

agresivos con el entorno y las comunidades.” Todos estos megaproyectos se 

inician sin la debida consulta recogida en convenio 169 de la OIT 

(Organización Internacional del Trabajo) y reconocido por Naciones Unidas. 

Es una tendencia alarmante.  

Se está produciendo un continuo ataque y difamación contra las 

organizaciones internacionales. “En Guatemala varios defensores fueron 

perseguidos y se decretó la expulsión de dos observadores, aunque 

finalmente no se produjo.” Rubén también quiere destacar la situación de 

vulnerabilidad de las mujeres defensoras y la violencia específica que existe 

sobre ellas. Muchas salen a trabajar cuando sus compañeros son 

encarcelados.” A pesar de ello y ante una situación de violencia extrema, los 

compañeros y compañeras siguen poniendo el cuerpo, su ejemplo es lo que 

nos inspira a continuar nuestro trabajo son ellos.” 

La lucha del COPHIN en Honduras 

La intervención de Rolando Morán de la asociación Perifèries sirve para 

contextualizar la situación centroamericana y en particular la de Honduras. 

“En el triángulo norte de Centroamérica se está dando un reordenamiento 

territorial que viene a ser la traducción de la aprobación de los tratados de 



libre comercio.” Los megaproyectos están ligados a este nuevo orden. Por 

ejemplo, el levantamiento de tendidos eléctricos de 30 metros de ancho para 

la conducción de la energía. “Un cableado de alta tensión debajo del cual no 

crece la hierba. Este tendido eléctrico pasa por un sinnúmero de poblaciones 

que no tienen acceso a la energía eléctrica, esta va destinada a la explotación 

minera.” Otro ejemplo es el desvío de ríos o la construcción de presas para 

dirigir la energía del agua a romper las montañas de donde puedan extraerse 

metales. “Esta es la lógica del desarrollo y el libre mercado.”  

Honduras el país más peligroso del mundo. Hay 14 personas asesinadas por 

defender derechos fundamentales este año y son más de 130 desde el golpe 

de estado de 2009. A la empresa DESA (Desarrollos Energéticos S.A.) se le 

relaciona con 5 muertes, entre ellas la de Berta Cáceres, asesinada en su 

propia casa. “Berta había conseguido que varios bancos retiraran su apoyo 

financiero a los proyectos hidroeléctricos de la empresa. El COPHIN (Consejo 

Cívico de Organizaciones Populares e Indígenas de Honduras) ha seguido el 

trabajo y otros dos bancos, el FMO de Holanda y el finlandés Finnfund, se han 

retirado también. Sólo queda el banco centroamericano en cuya junta de 

accionistas tiene una silla el gobierno español.”  

Rolando concluye su intervención: “Existe una guerra para despojar a 

nuestras comunidades de los bienes comunes; agua, tierra, semillas. Es por 

esto por lo que tratamos de juntarnos con colectivos solidarios del norte del 

mundo. Es cierto que hay instrumentos internacionales reconocidos por la 

OIT y la ONU que nos protegen, pero no están siendo efectivos. Hoy por hoy, 

la única manera de parar esta destrucción humana y medioambiental es 

poner el cuerpo frente a la máquina.” 

 

Francisco Sánchez es coordinador de tierra y territorio dentro del 

COPHIN en la comunidad de Río Blanco, en Honduras. Su intervención 

es distinta a las del resto de ponentes. Su discurso no sigue el hilo de una 

argumentación, es más bien una narración de sus vivencias, de su trabajo, 

de su lucha. Es conciso, cercano. El recuerdo de su compañera Berta Cáceres 

aparece a menudo, para denunciar su asesinato, para destacar su fuerza, su 

memoria, su legado. Utiliza el plural porque habla en nombre de su 

comunidad. Es altavoz de las voces que no estamos acostumbrados a oír, la 

de los indígenas campesinos. Las voces que tal vez, más necesarias sean de 

escuchar. “He venido a contarles lo que sucede en nuestros territorios”, 

comienza. 

La empresa DESA quiere volver a reactivar el proyecto de Agua Zarca en Río 

Blanco. El proyecto está suspendido pero no definitivamente, la presión 

internacional hace fuerza pero continúa la intención por reactivarlo. “Ahora 

están esperando porque la presión internacional nos está ayudando y los 

defensores de derechos humanos que están llegando a nuestra comunidad 

nos respaldan. Nos enfrentamos a los bancos que financian estos proyectos.” 

Como decíamos, el FMO y el Finnfund se han retirado, el banco 

Centroamericano sigue apoyando el proyecto. “Vine a decirles a estos dos 

bancos que no se había hecho la consulta debida, que los informes que les 

llegan a ellos son falsos. Engañaron a la gente, compraron la conciencia de 



las personas. A DESA le vendieron tierras que ahora están hipotecadas, desde 

el COPHIN, estamos negociando con los bancos para tratar de recuperarlas.” 

“Estamos en contra de este proyecto porque es un proyecto de muerte, donde 

el beneficio es sólo para las empresas. Nuestros territorios y nuestros bienes 

comunes están en peligro. Hemos tenido muchos problemas y amenazas por 

defender nuestro río. Desde el estado se ha comprado la conciencia de 

algunas personas en las comunidades. El gobierno ha dado permisos a DESA, 

hay muchas compañías que no han respetado nuestros derechos y nos han 

amenazado. Seguimos luchando. DESA contrata a personas de la comunidad 

como sicarios generando una gran problemática. Antes de su llegada, 

vivíamos como hermanos y ahora no podemos ir tranquilos de un lado a otro. 

No podemos sembrar, nos roban el maíz cuando ya está para cosechar. Todos 

los ríos y bienes comunes en Honduras están vendidos porque llegan con 

mentiras, engañando a la gente, nosotros no lo permitimos.  Sin agua no 

podemos vivir, se puede aguantar el hambre todo el día pero no sin agua.” 

Estas prácticas se repiten en los 6 departamentos de Honduras, en los de 

población indígena. “Nosotros seguimos.” 

“Somos un estorbo, el gobierno no apoya a los pueblos indígenas y 

campesinos, nos tratan como terroristas. La ley está de su parte. Ellos pueden 

gobernar el país pero nosotros tenemos el derecho sobre nuestros territorios 

y nuestros bienes comunes y vamos a defenderlos. Somos dueños de 

nuestros territorios, lo dice el convenio 169 sobre los pueblos indígenas. El 

gobierno ayuda a la empresa, tenemos enfrente a militares, policías, guardas 

de seguridad, sicarios. Tomás García, miembro activo de nuestra comunidad 

fue asesinado, también otros compañeros. Después fue Berta. Berta tenía el 

compromiso por parte del gobierno de que garantizaría su seguridad. Era una 

mujer valiente, reconocida a nivel del mundo. El ministerio público no quiere 

dar a conocer el informe sobre su asesinato porque afecta al gobierno.” Hay 

8 autores materiales juzgados pero faltan los autores intelectuales. El 

gobierno no quiere dar esa información. “Pensaron que el COPHIN sólo era 

Berta pero todos somos Berta.” 

“Berta nos dejó un legado que vamos a continuar. El gobierno mandó 

asesinarla para callarla. Nosotros sabemos lo que nos puede pasar el día de 

mañana. Nos tienen en la lista por venir a hablar aquí internacionalmente. No 

confiamos en la policía, ni en los militares porque aunque tenemos medidas 

de protección, Berta también las tenía. Nos puede pasar como a ella. Pero no 

queremos pensar en eso, en lamentarnos. Venimos a compartir con ustedes 

y contarles nuestra experiencia. Siempre estamos con la inseguridad de saber 

que nos puede pasar algo al volver a casa. Quizá perdamos nuestra vida. Hoy 

estamos aquí con ustedes seguros, agradecidos y orgullosos. Sentimos que 

no estamos solos, acompañados con personas como ustedes. Esto nos da 

fuerzas porque el monstruo al que nos enfrentamos es muy grande. No sólo 

en Honduras, también en Guatemala, Panamá, El Salvador donde hemos ido 

a visitar y unir nuestras fuerzas como pueblos indígenas, sabemos que 

estamos enfrentando una lucha muy fuerte.” Berta vive, el COPHIN sigue y 

sigue.  

 



El secuestro del río Cahabón en Guatemala 

Aunque suene inverosímil, como suele decirse, la realidad supera la ficción y 

los ingenios del progreso dan para secuestrar un río y para mucho más. Desde 

el Colectivo Madre Selva nos explican cómo se ha podido producir tal 

aberración y los efectos que ésta tiene en su país.  

Julio González realiza su intervención a través de videoconferencia. Las 

autoridades no le han dejado salir de su país; “A los defensores nos aplican 

cualquier denuncia falsa para imposibilitar nuestros movimientos.” Madre 

Selva, asociación ecologista a la que pertenece, lleva 19 años defendiendo el 

medio ambiente en Guatemala. “Acompañando la acción política, social, legal 

y no violenta de las comunidades que están en defensa de la vida, del 

territorio, de los bienes naturales; con todos aquellos que luchan por una vida 

digna y trabajan por construir alternativas que protejan el medio ambiente y 

no comprometan el futuro de las próximas generaciones.” 

El contexto 

Antes de adentrarse en las problemáticas actuales, Julio nos presenta su país 

haciendo un poco de historia. “Desde sus orígenes, el estado guatemalteco 

quedó en manos de una oligarquía. Ya en el acta fundacional, son 13 

comerciantes criollos los que declaran la independencia antes de que lo hagan 

los pueblos originarios. Ese derecho nos lo arrebataron entonces y hoy siguen 

haciéndolo.”  

A mediados de los 90, después de 30 años de guerra, los gobiernos militares 

buscan la manera de entregar el poder a la nueva oligarquía. Se firma la paz 

buscando un nuevo modelo económico, ya que el cultivo de café y cardamomo 

cayeron durante la guerra. “Un grupo de asesores económicos de la 

universidad neoliberal Francisco Marroquín, elaboran los conceptos y 

procedimientos teóricos necesarios para dar ese salto. El extractivismo es el 

modelo elegido para seguir acumulando poder. Se recomienda que las 

empresas estatales sean vendidas al sector privado. Empresas nacionales que 

generan grandes beneficios como la telefonía, ferrocarriles, correos, etc…”. 

Todos estos bienes estatales fueron privatizados y repartidos entre la misma 

oligarquía guatemalteca; de este modo la venta del sector público ha servido 

para cambiar el modelo económico del país.  

Dionisio Gutiérrez entra en este negocio en 1991, amparado en las leyes del 

último gobierno militar del 86. El ejército, que históricamente sólo ha actuado 

contra su propio pueblo, tiene un poder enorme que emplea en defender los 

intereses de la oligarquía. Junto a Gutiérrez, aparece Juan Luis Bosch, uno de 

los mayores empresarios del país vinculado al sector hidráulico. “Es en este 

momento del cambio en la ley general de electricidad, cuando los dos 

empresarios se unen para controlar el sector de distribución, generación y 

trasportación de la energía. Posteriormente comienzan a hacer negocios con 

dos multinacionales españolas, Iberdrola y Unión Fenosa, las cuales se 

hicieron dueñas de todo el sistema de cableado del país. Desde el momento 

en que se privatiza la luz en Guatemala, la factura crece hasta un 1000%”. 

La población indígena y campesina, con salarios de 1 o 2 dólares diarios, ya 

tenían muchos problemas para pagar los 20 o 30 quetzales del recibo, ahora 



la subida de hasta los 500, incluso 800 quetzales, hace imposible pagar. “La 

gente se ha resistido a pagar esas facturas, lo que ha sido una de las razones 

para que tanto Iberdrola como Unión Fenosa se vayan del país. Se fueron, 

esos sí, llevándose mucha riqueza y evitando una multa de más de 600 

millones de euros por cobros indebidos.” 

El secuestro del río 

Es también ha principio de los 90 cuando este nuevo consorcio entre Juan 

Luis Bosch y Dionisio Gutiérrez se hace con el 50% del proyecto hidroeléctrico 

RENACE I en el río Cahabón, en la región de Alta Verapaz. “Una región con 

bastantes recursos hídricos, montañosa y muy verde, con mucha población 

indígena de mayoría quekchí. Para ellos el río Cahabón es sagrado, es el 

descenso al infierno en el Popol Vuh, libro que recoge la mitología de la cultura 

maya k'iche” A principios de 2012, comienza la desaparición forzada del río 

Cahabón. La comunidad indígena se dio cuenta de que algo estaba ocurriendo 

con el río cuando se les empezó a negar el acceso al agua. El río estaba siendo 

encauzado para el uso exclusivo de las hidroeléctricas. La población debía 

presentar su acreditación ante la seguridad privada que cuida del espacio 

privado de la hidroeléctrica para poder acceder al agua. “Empiezan entonces 

a buscar información, ya que no les es proporcionada por la administración y 

descubren que han sido aprobados dos proyectos hidroeléctricos en el río 

Cahabón.” Esta licencia fue otorgada bajo el gobierno corrupto de Pérez 

Molina y la vicepresidenta Roxana Baldetti, ambos encerrados actualmente 

en una prisión militar a la espera de juicio. El proyecto tiene previsto construir 

5 hidroeléctricas en línea a lo largo del río Cahabón de 300 megavatios de 

potencia. El periodo de explotación del río es por 50 años. En este proyecto 

junto al consorcio Juan Luis Bosch y Dionisio Gutiérrez, entra de lleno el 

empresario Florentino Pérez. “La empresa Cobra de su propiedad, ha 

construido túneles y entubado el río durante 30 km, el río ya no va por su 

cuenca natural, sino por los canales y tuberías construidos, con muros de 

hasta 4 metros de alto siguiendo su recorrido. El impacto que tiene todo esto 

todavía es incalculable.” Es el negocio más lucrativo del país, principalmente 

porque la empresa no paga impuestos, ya que tiene una concesión por 50 

años para utilizar los ríos y generar energía eléctrica sin pagar nada a la 

Hacienda del país, ni a las comunidades que viven allí.  Toda esa energía es 

para venderla a México, mientras en las comunidades no tienen acceso a 

energía eléctrica, tampoco salud, ni educación. Ahora también se quedan sin 

acceso al agua que necesitan para su consumo y sus riegos. “Son 

comunidades que están en el olvido. Vivimos en el subdesarrollo y los 

recursos naturales están siendo expoliados”. 

 

Eleuterio Gabón 

 

 

 


